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	Para la realización de este trabajo la autora contó con una Beca de investigación (BREC) del Conseil International d’Études Canadiennes. El estudio se circunscribe, además, en la actividad del Proyecto DER2017-82129-P y del «Grup de Dret civil català» 2017SGR151. Agradezco especialmente al Profesor Benoit Moore su acogida en la Université de Montréal (julio-agosto 2008), y a los Profesores Rémy Cabrillac y Séverine Cabrillac en la Université de Montpellier (junio-julio 2014). ORCID Id: 0000-0003-0782-403X.
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I Introducción: la pluralidad de fiadores frente al acreedor en los Códigos civiles francés, español y de Quebec


 La regulación de los supuestos en los que existen «diversos fiadores de un mismo deudor y por una misma deuda» presenta diferencias significativas en Derecho comparado. En este trabajo se pretende contrastar el modelo adoptado por el Code civil francés [en adelante, CCfr] –seguido, a su vez, por la codificación quebequesa– con el elegido por el legislador español, en el bien entendido que nos centraremos exclusivamente en los efectos de la pluralidad de fiadores frente al acreedor y en el llamado «beneficio de división»; no pretendemos analizar, en cambio, los efectos que se producen entre los diversos fiadores.

Ciertamente, el sistema que instauran el CCfr (1804) y el Code civil du Québec (1991) [en adelante, CCQ], por un lado, y el del Código civil español (1888-1889) [en adelante CCE], por otro, no resulta coincidente; basta confrontar, en este sentido, lo previsto en los actuales arts. 2302 y 2303 CCfr –después de la Ordonnance n.o 2006-346, de 23 de marzo de 2006, «relative aux sûretés»(y que se corresponden con los arts. 2025 y 2026 CCfr originarios) (1) – y 2349 CCQ, por una parte, y lo que establece el art. 1837 CCE, por otra.

El art. 2302 CCfr [2006] (art. 2025 originario) parte de que cuando varias personas hayan afianzado a un mismo deudor por una misma deuda, cada una de ellas queda obligada «por toda la deuda», si bien, de acuerdo con el artículo siguiente, frente a la reclamación del acreedor, cada uno de los diversos fiadores puede alegar el beneficio de división, a menos que lo haya renunciado. Todo ello se incardina en un sistema en el que el régimen general es la no presunción de la solidaridad entre codeudores (arts. 1309 y 1310 CCfr, in fine, tal y como quedaron redactados por la Ordonnance no 2016-131 de 10 de febrero de 2016, y anterior art. 1202.I CCfr).


Así, En relación a la pluralidad de fiadores, el art. 2302 CCfr establece: «Lorsque plusieurs personnes se sont rendues cautions d’un même débiteur pour une même dette, elles sont obligées chacune à toute la dette».

Y, a continuación, el art. 2303 CCfr dispone: «Néanmoins chacune d’elles peut, à moins qu’elle n’ait renoncé au bénéfice de division, exiger que le créancier divise préalablement son action, et la réduise à la part et portion de chaque caution. Lorsque, dans le temps où une des cautions a fait prononcer la division, il y en avait d’insolvables, cette caution est tenue proportionnellement de ces insolvabilités; mais elle ne peut plus être recherchée à raison des insolvabilités survenues depuis la division».

En general, en cuanto a la obligación con pluralidad de sujetos, el art. 1309 CCfr establece: «L’obligation qui lie plusieurs créanciers ou débiteurs se divise de plein droit entre eux. La division a lieu également entre leurs successeurs, l’obligation fût-elle solidaire. Si elle n’est pas réglée autrement par la loi ou par le contrat, la division a lieu par parts égales. Chacun des créanciers n’a droit qu’à sa part de la créance commune; chacun des débiteurs n’est tenu que de sa part de la dette commune. Il n’en va autrement, dans les rapports entre les créanciers et les débiteurs, que si l’obligation est solidaire ou si la prestation due est indivisible». Y, según el art. 1310 CCfr: «La solidarité est légale ou conventionnelle; elle ne se présume pas» (2) .



El legislador quebequés, tanto en el Code civil du Bas Canada de 1866 [en adelante, CCBC] (arts. 1945 y 1946), como actualmente en el CCQ de 1991 (art. 2349), ha seguido el modelo francés; y ello en un contexto en el cual también, respecto de la regulación de la obligación civil con pluralidad de sujetos, se parte de la regla general contraria a la solidaridad (art. 1525.I CCQ –art. 1105 CCBC–).


Así, según el art. 2349 CCQ «Lorsque plusieurs personnes se sont rendues cautions d’un même débiteur pour une même dette, chacune d’elles est obligée à toute la dette, mais elle peut invoquer le bénéfice de division si elle n’y a pas renoncé expressément à l’avance. Les cautions qui se prévalent du bénéfice de division peuvent exiger que le créancier divise son action et la réduise à la part et portion de chacune d’elles».

En cuanto a las obligaciones con pluralidad de sujetos, el art. 1525.I CCQ establece: «La solidarité entre les débiteurs ne se présume pas; elle n’existe que lorsqu’elle est expressément stipulée par les parties ou prévue par la loi».



El CCE (1889), en cambio, alude de entrada a la división de la obligación entre los diversos fiadores –a menos que se haya estipulado expresamente la solidaridad– (art. 1837.I CCE), pero a su vez califica también la división como «beneficio» (art. 1837.II CCE). Ello pone en evidencia la difícil interpretación conjunta de los dos párrafos del art. 1837 CCE, al tener que combinar dos ideas en principio contrapuestas: la «división» ex lege de la obligación de la que parte el art. 1837.I CCE, y la consideración de la división como un «beneficio» (art. 1837.II CCE).


Según el art. 1837 CCE: «Siendo varios los fiadores de un mismo deudor y por una misma deuda, la obligación a responder de ella se divide entre todos. El acreedor no puede reclamar a cada fiador sino la parte que le corresponda satisfacer, a menos que se haya estipulado expresamente la solidaridad.

El beneficio de división contra los cofiadores cesa en los mismos casos y por las mismas causas que el de excusión contra el deudor principal».



En torno a esta regulación se plantea también cuál es la justificación de la «división» que proclama el art. 1837.I CCE en un contexto en el cual el régimen general entre codeudores es la mancomunidad (art. 1138 CCE) (3) .


Así, según el art. 1138 CCE: «Si del texto de las obligaciones a que se refiere el artículo anterior no resulta otra cosa, el crédito o la deuda se presumirán divididos en tantas partes iguales como acreedores o deudores haya, reputándose créditos o deudas distintos unos de otros».

Lege ferenda, algunos autores defienden la conveniencia de modificar el CCE y establecer una regla general de solidaridad, inversa, por lo tanto, a la prevista actualmente (4) . En esta línea, partía de la solidaridad pasiva como regla, con matices, la «Propuesta de Anteproyecto de Ley de modernización del Derecho de obligaciones y contratos» [en adelante PMCC] elaborada por la Sección de Derecho civil de la Comisión General de Codificación [en adelante CGC] (2009) (5) .

Por su parte, la Propuesta de Código civil de la Asociación de Profesores de Derecho Civil (2018) [en adelante Propuesta CC APDC] considera que la obligación será mancomunada, colectiva o solidaria según lo que se haya establecido en el título constitutivo o disponga la ley. En defecto de ello distingue en función de la modalidad de obligación de que se trate (art. 513-2 Propuesta CC APDC). Así, en defecto de lo que disponga el título constitutivo o la ley, si se trata de una obligación nacida de un mismo contrato y la prestación es de tal naturaleza que cualquiera de los deudores pueda cumplirla íntegramente, la obligación es solidaria, salvo cuando los deudores lo sean en virtud de un contrato celebrado con un profesional y en el que hayan actuado como consumidores, en cuyo caso la obligación se considera mancomunada (art. 513-2.b Propuesta CC APDC) (6) .

En materia mercantil, también partía de la solidaridad entre codeudores, salvo pacto en contrario, el art. 415-1.1 de la Propuesta de Código de comercio elaborada por la Sección de Derecho Mercantil de la CGC (2013) (7) . Este era también el criterio de la «Propuesta de Anteproyecto de Ley de modificación del Código de comercio en la parte general sobre contratos mercantiles y sobre prescripción y caducidad» (2006) (8) .

En el ámbito europeo, los Principios de Derecho Contractual Europeo (art. 10:102) parten también de la responsabilidad solidaria, salvo que el contrato o la ley disponga otra cosa, en caso de varios deudores obligados ante el acreedor a cumplir una misma prestación en virtud de un mismo contrato (9) . Y, según el Marco Común de Referencia (DCFR) [III.- 4:103 (2)], si de los términos que regulan la obligación no resulta otra cosa, la responsabilidad de dos o más deudores para cumplirla es solidaria; habrá que estar, en cualquier caso, a la naturaleza de la obligación y a las circunstancias del caso concreto, y si no está claro deberá considerarse solidaria (10) .



En la línea del CCfr, y en contraste con el CCE, la regla de la integridad en el caso de pluralidad de fiadores aparece también en el Código civil alemán (BGB) –el cual, sin embargo, desconoce el beneficio de división–: cuando sean varios los fiadores de una misma obligación, serán responsables «como deudores solidarios» aun cuando no se hayan comprometido en común [«aunque no hayan asumido la fianza conjuntamente»] (§ 769 BGB).


Según el § 769 BGB: «Verbürgen sich mehrere für dieselbe Verbindlichkeit, so haften sie als Gesamtschuldner, auch wenn sie die Bürgschaft nicht gemeinschaftlich übernehmen» (11) .

En relación al § 673 (que es el equivalente al § 769 BGB), los Motive zu dem Entwurfe eines Bürgerlichen Gesetzbuches für das Deutsche Reich indican que este parágrafo establece, en cuanto a la fianza conjunta, una excepción al principio del § 320 (parágrafo que equivale al actual § 420 BGB, que parte de la parciariedad), mientras que en los casos de fianza no conjunta cada fiador sobre la base de su promesa (declaración) indudablemente respondería por la totalidad; de manera que en cualquier caso se originaría una relación de solidaridad. En el caso del afianzamiento conjunto la voluntad de las partes en la mayoría de los casos conllevará que cada fiador tenga que responder de la misma forma por la totalidad frente al acreedor, como en los supuestos de asunción separada de la fianza. De hecho, no pocas veces puede dudarse sobre si existe o no un afianzamiento conjunto; la simultaneidad de las declaraciones de voluntad de afianzar de ningún modo puede considerarse exclusivamente decisiva al respecto. Las promesas (declaraciones) de afianzar pueden emitirse frente al acreedor en actos separados y en momentos distintos, habiéndose convenido entre los fiadores la fianza conjunta o habiendo prestado la declaración cada fiador con el requisito y con la confianza de prestar una fianza que también será asumida por los otros fiadores. Al contrario, puede concebirse que según la apariencia externa exista una fianza prestada conjunta y simultáneamente porque todos los fiadores se encuentran en un mismo y único título, aunque en realidad la fianza ha sido asumida en diferentes momentos y en actos separados. La norma dispositiva del § 673 (que se corresponde al § 769 BGB) cierra el paso a todas las discusiones que han surgido en los referidos supuestos, aportando una clara y sencilla regulación sin entrar en contradicción con la equidad (12) .



Un tema que subyace en todo lo anterior es el de cuándo se entiende que existen «varios fiadores de un mismo deudor y por una misma deuda» a efectos de lo previsto en cada uno de los sistemas aludidos; la cuestión es si debe tratarse de «cofiadores», en el sentido de ser todos ellos cotitulares de la obligación subsidiaria de fianza (y, en principio, simultáneos), o de diversos fiadores concurrentes, pero independientes entre sí (pudiendo ser incluso sucesivos).

El estudio de esta materia, y la confrontación de los modelos mencionados, al margen del interés que tiene en sí mismo, puede resultar de gran utilidad para el legislador catalán, habida cuenta del proceso codificador en el que se encuentra todavía inmerso y que viene llevándose a cabo por fases, quedando pendiente de aprobación aún buena parte del Libro sexto del Código civil de Cataluña [en adelante CCCat], dedicado a las obligaciones y los contratos.


La Ley 3/2017, de 15 de febrero, aprobó el Libro sexto del CCCat, relativo a las obligaciones y los contratos (13) . Sin embargo, de momento, el Libro sexto CCCat regula tan solo, en el Titulo II, ciertos tipos contractuales –entre los que no se encuentra la fianza–. De acuerdo con la estructura del Libro sexto que prevé el art. 2 de la Ley 3/2017 de 15 de julio, queda aún sin contenido y pendiente de regular el Título I, relativo a las disposiciones generales, y el Título III, dedicado a las fuentes no contractuales de las obligaciones.

La STC 132/2019, de 13 de noviembre de 2019, ha estimado parcialmente el recurso de inconstitucionalidad promovido por el Presidente del Gobierno contra determinados artículos de la Ley 3/2017, de 15 de febrero, declarando inconstitucional y nulo únicamente el párrafo 3 del art. 621-54, relativo al pacto de condición resolutoria, y desestimando el recurso en todo lo demás (14) .








	 (1) 

	En materia de fianza (art. 5), la Ordonnance n.o 2006-346, de 23 de marzo de 2006, «relative aux sûretés» ha supuesto simplemente un cambio de numeración de los artículos que la regulan. La Ley 2005-842, de 26 de julio de 2005, «pour la confiance et la modernisation de l’économie» (art. 24), de la que trae causa esta Ordonnance, no incluía la fianza en el campo de la habilitación al Gobierno; de acuerdo con ello, tal y como constataba el Ministro de Justicia: «Les dispositions qui concernent cette sûreté ont donc pur seul objet de transférer les textes relatifs au cautionnement qui formen le titre XIV du livre III de l’actuel code civil dans de livre IV du même code. Les articles 2011 à 2043 sont repris in extenso et deviennent respectivement les articles 2288 à 2320. Seule l’architecture de l’actuel titre XIV a été modifiée pour tenir compte de la création du livre IV (ainsi les chapitres ont été remplacés par des sections, et les sections par des sous-sections)» («Rapport au Président de la République relatif à l’ordonnance no 2006-346 du 23 mars 2006 relative aux sûretés» [1.2.1.1.], Journal Officiel de la République Française, 24-marzo-2006).


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Con anterioridad, esta regla se encontraba en el art. 1202 CCfr, que establecía: «La solidarité ne se présume point; il faut qu’elle soit expressément stipulée.- Cette règle ne cesse que dans les cas où la solidarité a lieu de plein droit, en vertu d’une disposition de la loi». El Anteproyecto francés de reforma del Derecho de obligaciones presentado por Pierre Catala al Ministro de Justicia Pascal Clément en 2005 partía también de la no presunción de la solidaridad (arts. 1197-I y 1202); por otra parte, en materia de responsabilidad civil, en caso de pluralidad de responsables sobre un mismo daño, estimaba inútil mantener la distinción entre obligación in solidum y solidaridad (art. 1378). Vid. Del contrato, de las obligaciones y de la prescripción. Ante-Proyecto de Reforma del Código Civil francés. Libro III, títulos III y XX, Traducción a cargo de F. Hinestrosa, Bogotá: Universidad de Externado (Colombia), 2006, pp. 206, 207, 275, 433, 504 y 505 (texto disponible en: http://www.justice.gouv.fr/art_pix/rapportcatatla0905-espagnol.pdf [fecha de la consulta: 9.3.2021]); Cabanillas Sánchez, A., «El Anteproyecto francés de reforma del Derecho de obligaciones y del Derecho de la prescripción (Estudio preliminar y traducción)», Anuario de Derecho Civil, Tomo LX, 2007, fasc. 2, pp. 621-622, 705-706 y 762-763.
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	 (3) 

	Según Carrasco Perera, la regulación de la cofianza que ofrece el CCE era innecesaria, y sólo ha servido para crear confusión cuando se la compara con el régimen general de las deudas conjuntas, de los art. 1137 y ss CCE (Carrasco Perera, A., en Carrasco Perera, A., Cordero Lobato, E., y Marín López, M. J., Tratado de los Derechos de Garantía, 1ª ed., Cizur Menor [Navarra]: Aranzadi, 2002, p. 76; 2ª ed., Tomo I, Cizur Menor [Navarra]: Thomson - Aranzadi, 2008, p. 83).
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	 (4) 

	
Vid. Yzquierdo Tolsada, M., «Por una revisión integral del régimen de la solidaridad de deudores. Las trampas de la obligación in solidum», Diario La Ley, núm. 9458, 17-julio-2019; vid., también, Arija Soutullo, C., «El principio de no presunción de solidaridad en las obligaciones con pluralidad de deudores», Revista de Derecho Patrimonial, núm. 43, 2017, pp. 31-59, epígrafe V (conclusiones).

Entre los ordenamientos de nuestro entorno, unos optan por la solidaridad como régimen general en caso de pluralidad de deudores o de acreedores; otros, en cambio, postulan la no presunción de solidaridad y exigen que la solidaridad sea estipulada expresamente o prevista por disposición legal. Al respecto, vid. Caffarena Laporta, J., «La extensión de la solidaridad y la dulcificación de su régimen», Las obligaciones solidarias, Caffarena Laporta, J., y Ataz López, J. (coord..), Asociación de Profesores de Derecho Civil, Valencia: Tirant lo Blanch, 2002, pp. 17-31; Esteve Pardo, A., Solidaridad impropia de deudores, Barcelona: Marcial Pons, 2004, pp. 15-17; Arija Soutullo, C., «El principio de no presunción de solidaridad…», op. loc. cit., 2017, pp. 31-59, epígrafe III.
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	 (5) 

	Boletín de Información, Ministerio de Justicia, enero 2009. Según el art. 1122 PMCC: «Cuando en virtud de un mismo contrato dos o más personas sean deudoras de una misma prestación que cualquiera de ellas pueda realizar íntegramente, quedarán obligadas solidariamente, salvo que otra cosa resulte de la ley o del contenido del contrato. Esta regla no es aplicable si los deudores lo son en virtud de un contrato celebrado con un profesional y en el que han actuado como consumidores o usuarios.- Será solidaria la obligación de indeminizar un daño extracontractual cuando sea objetivamente imputable a varias personas y no pueda determinarse el respectivo grado de participación en cada una de ellas.- Tanto en el supuesto regulado en el inciso final del primer párrafo como en los demás casos en que no sea aplicable el régimen de la solidaridad, la obligación será mancomunada si otra cosa no resulta de la ley o del contrato.- Entre acreedores solo habrá solidaridad cuando así lo determinen el título de la obligación o la ley.- La solidadridad podrá existir aunque los acreedores y deudores no estén ligados del propio modo y por unos mismos plazos y condiciones». La Exposición de Motivos [en adelante EM] (V, § 1) que acompaña a esta propuesta destaca: «en el campo de las obligaciones con pluralidad de sujetos se adopta la presunción de solidaridad pasiva (salvo en el ámbito de los consumidores) y de mancomunidad activa»; además, la misma EM (X, § 1) considera que, una vez publicada como ley la propuesta «Los preceptos contenidos en los dos primeros Títulos del Libro IV del Código civil [entre los que se encuentra el art. 1122 al que hemos aludido] tendrán… vigencia directa en todo el territorio español, incluidas las Comunidades Autónomas con legislación civil propia»; y añade: «En efecto, la regla 8.º del apartado primero del artículo 149 de la Constitución atribuye competencia exclusiva al Estado en la regulación de las bases de las obligaciones contractuales y no hay duda de que tienen esta naturaleza los artículos mencionados del Libro IV. No hay duda por ello de que esta Ley se ha de dictar por el Estado en uso de su competencia exclusiva sobre la materia». Fuera ya de los dos primeros Títulos del Libro IV, en materia de fianza esta Propuesta de Anteproyecto pretende reformar únicamente el art. 1822.II CCE, con el fin de corregir la remisión que el mismo contiene («Si el fiador se obligare solidariamente con el deudor principal, se observará lo dispuesto en la Sección segunda, Capítulo III, Título I de este Libro»). Vid. Boletín de Información, Ministerio de Justicia, enero de 2009, pp. 12, 14, 21 y 67.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Los arts. 513-6 a 513-14 Proyecto CC APDC se ocupan de la solidaridad de deudores. Vid. Asociación de Profesores de Derecho Civil, Propuesta de Código civil, Madrid: Tecnos, 2018, pp. 635-636 y 637-639 [texto disponible en: https://www.derechocivil.net/images/libros/obra_completa.pdf (fecha de la consulta: 29.3.2021)].


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Propuesta de Código Mercantil elaborada por la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de Codificación, Madrid: Ministerio de Justicia, Secretaría General Técnica, 2013, p. 414.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Vid., el art. 80.1 de la «Propuesta de Anteproyecto de Ley de modificación del Código de comercio en la parte general sobre contratos mercantiles y sobre prescripción y caducidad» (Boletín del Ministerio de Justicia, 1-febrero-2006, p. 616).


	 Ver Texto 




	 (9) 

	The Principles Of European Contract Law 2002 (Parts I, II, and III) [texto disponible en: https://www.jus.uio.no/lm/eu.contract.principles.parts.1.to.3.2002/ –fecha de la consulta: 2.3.2020–].


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Draft Common Frame of Reference [DCFR], Outline Edition, pp. 253-254 [texto disponible en: https://www.law.kuleuven.be/personal/mstorme/2009_02_DCFR_OutlineEdition.pdf –fecha de la consulta: 2.3.2020–]. Vid., también, Jerez Delgado, C. (coord..), Principios, definiciones y reglas de un Derecho Civil europeo: el Marco Común de Referencia (DCFR), Madrid: Boletín Oficial del Estado, 2015, p. 152.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Al respecto, vid. Enneccerus, L., Derecho de obligaciones (Enneccerus, L., Kipp, T., y Wolf, M., Tratado de Derecho civil, Tomo II-2.º, Vol. 2.º), 15.ª revisión, por H. Lehmann, traducción española, con anotaciones de B. Pérez González y J. Alguer, 3.ª ed., con estudios de comparación y adaptación a la legislación y jurisprudencia española por J. Ferrandis Vilella, V. 2.º-2.ª, Barcelona: Bosch, Casa Editorial, 1966, p. 817; Rubio Garrido, T., Fianza solidaria, solidaridad de deudores y cofianza, Granada: Ed. Comares, 2002, p. 239; Ramón Fernández, F., Los efectos de la fianza entre los cofiadores, Valencia: Tirant lo Blanch, 2005, pp. 106-112 y 663. Esta regulación debe relacionarse con lo previsto en el § 426, relativo a los deudores solidarios. Sobre el contraste de la regulación alemana con la contenida en el CCE, vid. Manresa y Navarro, J. M., comentario al art. 1837 CCE, en Comentarios al Código civil español, Tomo XII, Madrid: Editorial Reus, 1931, p. 260.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Motive zu dem Entwurfe eines Bürgerlichen Gesetzbuches für das Deutsche Reich, Vol. II, Berlin-Leipzig: J. Guttentag, 1888, pp. 666-667 [ed. facsímil, 1983].


	 Ver Texto 




	 (13) 

	DOGC núm. 7314, 22.2.2017; corrección de errores: DOGC núm 7329, 15.3.2017 y DOGC núm. 7332, 20.3.2017.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	BOE núm. 304, 19.12.2019. El recurso de inconstitucionalidad promovido por el Presidente del Gobierno iba dirigido contra el art. 3 de la Ley 3/2017, de 15 de febrero, por el que se daba nueva redacción a los artículos 621-1 a 621-54 (contrato de compraventa), y a los artículos 621-56 y 621-57 (contrato de permuta); contra el artículo 4, por el que se da nueva redacción a los artículos 622-21 a 622-42 CCCat, relativos al contrato de mandato y a la gestión de negocios ajenos sin mandato; contra el artículo 9, en tanto que introduce una disposición transitoria primera en el Libro sexto CCCat (BOE núm. 141, 14.6.2017 y DOGC núm. 7392, 16.6.2017). Por Auto de 3.10.2017 el Pleno del TC acordó levantar la suspensión de los preceptos impugnados, antes de que hubieran entrado en vigor (lo cual tuvo lugar el 1.1.2018 –vid. DF 9ª Ley 3/2017, de 15 de julio–). Sobre la STC 132/2019, de 13 de noviembre de 2019, vid. García Rubio, M. P., «Incertidumbre y alguna cosa más en la interpretación constitucional del poder normativo sobre la materia civil. Comentario a la STC 132/2019, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad contra determinados artículos de la Ley 3/2017, de 15 de febrero, del libro VI del CCCat», Revista de Derecho Civil, vol. VI, núm. 4, 2019, pp. 1-43; Gete-Alonso Calera, M. C., «La STC 132/2019, sobre el llibre sisè del Codi Civil de Catalunya en matèria d’obligacions i contractes (II). Nota sobre la sentència», Blog Revista Catalana de Dret Públic, 2020 (texto disponible en: https://eapc-rcdp.blog.gencat.cat/2020/03/04/la-stc-132-2019-sobre-el-llibre-sise-del-codi-civil-de-catalunya-en-materia-dobligacions-i-contractes-ii-nota-sobre-la-sentencia-m-del-carmen-gete-alonso/ [fecha de la consulta: 4.3.2020]); Ridao i Martín, J., «La STC 132/2019 sobre el llibre sisè del Codi civil de Catalunya en matèria d’obligacions i contractes (I). Un miratge enmig d’incerteses i amenaces d’involució», Blog Revista Catalana de Dret Públic, 2020 (texto disponible en: https://eapc-rcdp.blog.gencat.cat/2020/02/26/la-stc-132-2019-sobre-el-llibre-sise-del-codi-civil-de-catalunya-en-materia-dobligacions-i-contractes-i-un-miratge-enmig-dincerteses-i-amenaces-dinvolucio-joan-ridao-i-martin/ [fecha de la consulta: 26.2.2020]); Yzquierdo Tolsada, M., «De nuevo sobre el Código civil de Cataluña. La sorprendente STC 132/2019, de 13 de noviembre. Al Tribunal Constitucional le da lo mismo ocho que ochenta», LA LEY Mercantil, núm. 69, mayo 2020; Gardeñes Santiago, M., «La STC 132/2019. El estado de la plurilegislación civil en españa tras la sentencia del tribunal constitucional», Revista Española de Derecho Internacional, Vol. 72/2, julio-diciembre 2020, pp. 309-311; Álvarez González, S., «La STC 132/2019, sobre el libro VI del Código civil de Cataluña. ¿Incidente o punto de inflexión?», Revista Española de Derecho Internacional, Vol. 72/2, julio-diciembre 2020, pp. 313-320; Font Segura, A., «La STC 132/2019, sobre el libro VI del Código civil de Cataluña. ¿Una cuestión de principios?», Revista Española de Derecho Internacional, Vol. 72/2, julio-diciembre 2020, pp. 321-328.


	 Ver Texto 









II El modelo francés y quebequés: obligación de cada fiador «por el todo» y «beneficio de división»


 1.  El «beneficio de división» en el Code civil francés

1.1.  La cuestión entorno a si debía o no mantenerse el «beneficio de división»

Según Pothier (1699-1772), cuando varias personas se prestaban a ser garantes de un deudor principal por la misma deuda, se reputaban como habiéndose obligado cada una de ellas por toda la deuda (Instituta [I].3,20,4 (1) ); en ello se diferenciaban los varios fiadores de los varios deudores principales, quienes no eran reputados más que como obligándose cada uno por su parte en el conjunto, si no se pactaba expresamente la «solidité». Para el autor de Orleáns, la razón de la diferencia radicaba en que era de la naturaleza de la caución el obligarse a todo lo que se obligaba el deudor principal (2) .

En opinión de Pothier: «Lorsque plusieurs personnes se rendent cautions d’un débiteur principal pour la même dette, elles sont censées s’obliger chacune à toute la dette: Si plures sint fidejussores, quitquit erunt numero, singuli in solidum tenentur. Inst. tit de fidej. §.4. [I.3,20,4]. En cela plusieurs fidéjusseurs son différents de plusieurs débiteurs principaux lesqueles ne sont censés s’obliguer chacun que pour leur part à ce qu’ils promettent conjointement, si la soldité n’est point exprimée. La raison de la différence est, qu’il est de la nature du cautionnement de s’obliger à tout ce que doit le débiteur principal; et par conséquent chacun de ceux qui le cautionnent est censé contracter cet engagement, à moins qu’il ne déclare expressément qu’il ne s’oblige que pour partie» (3) .


Pothier apoyaba su opinión en Vinnius (1588-1657), según el cual el carácter «in solidum» de la obligación de los diversos fiadores era una regla interpretativa especial suya, diferente de la general prevista para la «stipulatio» cuando no había pacto especial al respecto (Novela 99, Cap. 1, de la que procede la Auténtica «Hoc ita…» [Código (C).8,40(39), auténtica de duobus reis promitt. In princ. et § seq.]) (4) .

Según Vinnius: «[P]lures fidejussores ejusdem rei aut pecuniae debitae in solidum singulos teneri, sive in nominatim convenerit, sive non convenerit, ex plorati juris est, l. si plures 4. Inst. de fidejuss. L. 3 [I.3,20,4] C. eod. Neque hoc jus mutatum est Nov. de reis promit. 29. unde auth. Hoc ita C. de duob. Reis. Recte enim vulgo recepta haec sententia est, eam constitutionem, quae de duobus reis est, ad fidejussores non pertinere. Nam cum plures rei promittendi ejusdem pecuniae accipiunt, dubitari potest, qua mente id fiat, utrum sicut solidum verbis, ita re quoque promisisse videantur; an obligationem pro numero personarum dividi existimaverint, cujus dubitationis causam sustulit Justinianus, cavens ne plures ejusdem pecuniae promittendi rei aliter in solidum singuli obligentur, quam si nominatim id actum sit. At plurium fidejussorum obligatio nullam talem dubitationem habet: quippe cum horum singuli promittant id, quod reus debet, et quantum debet, Tenentur ergo singuli plurium fidejussorum in solidum et in solidum singuli conveniri possunt. Caeterum hoc beneficium epistola Divi Hadriani illis tributum est, ut si quo tempore lis cum aliquo eorum contestatur, omnes, solvendo sint, actio inter eos pro portionibus virilibus dividatur, d § 4. Institut. De fidejuss. L. si plures 27. l. 3. C. edodem… beneficium, quod vulgo divisionis apellatur…» (5) .


También Domat (1625-1696) partía de que si varios prestaban caución de la misma deuda, cada uno de ellos respondía del todo, puesto que cada uno prometía la seguridad de toda la deuda; su obligación era naturalmente solidaria entre ellos una vez hecha excusión de los bienes del deudor principal (6) . Se daba a entender, así, que, mientras que la regla en las obligaciones principales era la «mancomunidad» o parciariedad, en las obligaciones subsidiarias se partía, en cambio, de una regla más próxima a la solidaridad.

Según Domat: «Si plusieurs se rendent cautions d’une même chose, chacun répond du tout; car chacun promet la sûreté de toute la dette, ou autre engagement, et de suppléer à ce que le principal obligé n’aura pu acquitter. Ainsi, leur obligation est naturellement solidaire entre eux, après la discussion du principal obligé». Y añadía: «Mais cette obligation se divise de même, et par la même raison, que celle des principaux débiteurs obligés solidairement. Ainsi, lorsque les cautions sont solvables, le créancier ne put demander à chacun que sa portion. Mais les portions des insolvables se rejettent sur les autres, et chacun en porte sa part sur les autres…»; según la epístola del emperador Adriano, entre los fiadores la obligación no se dividía ipso iure; el derecho que tenían de dividir la obligación se llamaba «beneficio de división». Según Domat, el efecto del beneficio de división «est qu’entre plusieurs fidéjusseurs chacun ne peut être poursuivi que pour sa portion, si les autres sont solvables; car s’il y en avait d’insolvables, ou de qui l’obligation se trouvât nulle, ou sujette à rescision, leurs portions se rejetteront sur les autres… Il ne faut entendre l’usage des bénéfices de discussion et de division qu’en faveur de ceux qni [sic.] n’y ont pas renoncé. Car s’ils y ont renoncé, ils sont à l’égard du créancier dans la même condition que le débiteur» (7) .


Así, pese a estar obligados «por el todo», en la práctica francesa anterior al CCfr se admitía entre los diversos fiadores el beneficio de división que introdujo en Derecho romano el emperador Adriano (I.3,20,4) (8)  y que, en palabras de Pothier, «a apporté une modification à cette solidité».

Según Pothier: «L’empereur Adrien a apporté une modification à cette solidité, par l’exception de division qu’il a accordée aux fidéjusseurs; le fidéjusseur à qui le créancier demande toute la dette obtient, par cette exception, que le créancier soit tenu de diviser et partager sa demande entre lui et ses cofidéjusseurs, lorsqu’ils sont solvables, et qu’en conséquence il soit reçu à payer au créancier sa portion, sauf au créancier à se pourvoir pour le surplus contre les autres. Ce droit a été adopté dans notre pratique françoise» (9) .


La división debía alegarse (10)  y comportaba que la acción contra quien había opuesto la división se redujera a la parte que le correspondiera después de dividir la deuda entre los fiadores solventes en el momento de efectuarla, de modo que si con posterioridad alguno de ellos devenía insolvente, el acreedor no podía dirigirse contra quien había actuado la división por la parte del insolvente; así, antes de la división, cada uno de los fiadores era deudor del total de la deuda, pero una vez la división había tenido lugar la deuda estaba de tal manera dividida que aunque alguno de los fiadores entre quienes la deuda se hubiera dividido deviniese posteriormente insolvente el acreedor no tenía acción contra los demás por la parte del insolvente (Digesto [D].46,1,51,§ 4 (11) ) (12) . Pese a lo que podría dar a entender en algún momento la argumentación de Pothier (cuando justificaba que cada fiador estaba obligado «por toda la deuda» contrastando su situación con la de «varios deudores principales») y de Domat (que aludía a los fiadores como «obligados solidarios» entre ellos), el beneficio de división solía entenderse aplicable en caso de pluralidad de fiadores que habían contratado separadamente (13) . Como tal beneficio, el de división era renunciable y, de hecho, solía aparecer renunciado (14) . Si los fiadores se obligaban «solidariamente y como deudores principales», ello implicaba, según Pothier, que habían renunciado tanto al beneficio de excusión como al de división (15) .

Durante la discusión del CCfr se planteó si debía mantenerse el beneficio (excepción) de división que introdujo el emperador Adriano (I.3,20,4) a favor de los fiadores o si, en cambio, debía establecerse la división ipso iure (16) .

Tal y como ponía de relieve la Section de législation du Tribunat, los que defendían esto último observaban que si no resultaba del acto que los fiadores quisieron obligarse solidariamente (interpretación de la voluntad), no quedaba claro porqué debían ser peor tratados que los deudores principales; así, partiendo de la regla general de la mancomunidad o «no solidaridad» (que recogió inicialmente el art. 1202.I CCfr –y que reflejan hoy los arts. 1309 y 1310 CCfr–), entendían que era más simple que la división tuviera lugar de pleno derecho, siempre que no hubieran renunciado a la misma.

En las «Observations de la Section [de législation du Tribunat]» puede leerse: «Sur l’article 15 s’ést élevée cette qüestion: l’ancien droit sur le bénéfice de division doit-il être maintenu? Ne conviendrait-il pas au contraire d’établir la division ipso iure, dans les cas des articles 15 et 16? Ceux qui adoptent la dernière proposition observent que lorsqu’il ne résulte pas de l’acte que les cautions ont entendu s’obliger solidairement, il semble qu’elles ne devraient pas être traitées avec moins de faveur que les obligés eux-même. Chaque obligé est censé ne s’être engagé que pour sa part, si le contraire n’est prouvé. Ne doit-il pas en être de même à l’égard de chaque caution? Le projet admet la caution au bénéfice de division lorsqu’elle na pas renoncé à ce bénéfice; seulement il exige que la caution la demande. Il serait plus simple que la division eût lieu de plein droit, toutes les fois qu’il n’y aurait pas de renonciation. Si la caution peut obtenir ce bénéfice dans un temps, on ne voit pas pourquoi elle ne l’aurait pont dans un autre; ou au contraire, s’il répugne que la division ait lieu de plein droit parce que chaque caution s’est obligée pour le tout, cette raison devrait également empêcher qu’en aucun temps le bénéfice de division dût être accordé». Siguiendo esta argumentación, el texto que se debería incorporar era el siguiente: «Lorsque plusieurs personnes se sont rendues cautions du même débiteur pour la même dette, si elles ne se sont pas obligées solidairement, chacune d’elles n’est tenue que de sa part et portion de la dette, sans être garante de l’insolvabilité ni de l’incapacité des autres cautions» (17) .


En cambio, los partidarios de mantener el beneficio de división se escudaban en la tradición y respondían que el beneficio de división lo concedía la ley por vía de excepción; ello era así en la ley romana, y también en el Derecho francés; además, no se podían comparar los cofiadores a los codeudores (18) . Cuando éstos se comprometían por la misma obligación sin haber estipulado expresamente la solidaridad existía la duda sobre si ellos habían querido obligarse cada uno por el todo; y esta duda debía interpretarse (regla interpretativa) a su favor, por lo cual la ley consideraba que cada uno de ellos se había obligado sólo por su parte. Sin embargo, era de la naturaleza de la fianza y concordaba con la definición de la misma que cada fiador se obligara a lo mismo que el deudor principal (por toda la deuda), de lo cual resultaba que cada uno de ellos había consentido que si el deudor no satisfacía su obligación el acreedor podía dirigirse a cualquiera de ellos, a su voluntad, para que satisficiera la deuda como si fuera el único fiador; el beneficio de división se configuraba tan solo como una «gracia». Se trataba, en definitiva, de una especialidad de la obligación subsidiaria de fianza.

Según la Section de législation du Tribunat: «…le bénéfice de division est accordé para la loi par voie d’exception; la loi romaine le porte ainsi, et de tout temps le droit français s’y est conformé. On ne peut comparer les cofidéjusseurs aux coobligés. Lorsque ceux-ci s’engagent par la même obligation, et que la solidarité n’est pas expressément stipulée, il y a au moins doute s’ils ont entendu s’obliger chacun pour le tout. Ce doute doit être interprété [regla interpretativa] en leur faveur. En conséquence la loi décide qu’ils ne sont obligés chacun que pour leur part et portion; mais comme il est de la nature du cautionnement que chaque fidéjusseur s’oblige pour toute la dette, ce qui es conforme à la définition même du cautionnement, il résulte de là que chacun d’eux a consenti que le créancier, si le débiteur ne satisfait pas à son obligation s’adressât à l’un ou à l’autre, à sa volonté, pour y satisfaire de même que s’il n’y avait qu’un seul fidéjusseur. En un mot le bénéfice de division n’est qu’une grâce. Il n’a existé chez les Romains que depuis la constitution d’Adrien, comme il en est fait mention dans les Institutes. La faveur des cautions l’a fait adopter, et si l’on y substituait la division de plein droit, on y ferait presque toujours renoncer les cautions, et les transactions seraient beaucoup plus difficiles» (19) .


En la presentación del Proyecto de Code civil (cuyos arts. 15, 16 y 23 del Título Du cautionnement se correspondían ya con los arts. 2025, 2026 y 2033 CCfr –redacción originaria– (20) ) al cuerpo legislativo y exposición de motivos, Treilhard (1742-1810) advertía que los fiadores se obligaban, sin duda, por toda la deuda, de lo cual se desprendía que si sólo un fiador era solvente, éste debía soportar toda la deuda; ahora bien, si diversos fiadores estaban en condiciones de poder pagar el acreedor no corría ningún riesgo, ni le suponía ningún perjuicio, si reclamaba a cada uno una parte; el interés del acreedor exigía únicamente que la parte de los fiadores insolventes cuando se efectuaba la división fuera soportada por los otros; al margen de ello, no había duda de que, siendo la división un beneficio a favor de los fiadores, era renunciable, al igual que no podía dudarse de que el acreedor podía dividir voluntariamente su acción, renunciando a perseguir a cada fiador por la totalidad.

Según Treilhard: «L’exception de la division est puisée dans le droit romain, et elle a été admise parmi nous.- Les cautions, sans contredit, sont tenues de toute la dette; il suit bien de là que si parmi plusieurs cautions une seule se troubait solvable, elle supporterait la totalité de la charge. Mais si plusieurs cautions sont en état de payer, pourquoi le créancier ne demanderait-il pas sa part à chacune? Il a voulu assurer son paiement, il ne court aucun risque quand plusieurs des cautions sont solvables; la division de l’action ne porte dans ce cas aucun préjudice, et on a pu l’admettre sans blesser l’objet du cautionnement.- L’intérêt du créancier exige seulement que la part des cautions insolvables au moment où la division est prononcée soit supportée par les autres, et nous en avons fait une disposition précise.- Au reste, la division étant un bénéfice introduit en faveur de la caution, il est ors de doute qu’elle peut y renoncer; comme il est aussi hors de doute que le créancier peut de son côte diviser volontairement son action, et renoncer au droit de poursuivre une de ses cautions pour la totalité» (21) .


En su Rapport al texto del Proyecto, Chabot (1758-1819) insistía en que cuando diversas personas afianzaban al mismo deudor por la misma deuda, aunque estuvieran obligadas cada una de ellas por toda la deuda, pues cada una había afianzado la deuda entera, podían, sin embargo, exigir que el acreedor dividiera su acción, y la redujera contra cada una por su parte; se trataba del llamado «beneficio de división», que sólo podía ser solicitado después de que el acreedor ejercitara la acción, siendo responsables los fiadores de la insolvencia de cualquiera de ellos hasta ese momento (22) . Así, el acreedor que se veía obligado a dividir su acción contra los fiadores solventes no sufría ningún perjuicio. Para evitar tener que hacerlo siempre habría podido hacer que los fiadores renunciaran al beneficio de división.

Chabot indicaba: «Lorsqu’il y a plusieurs personnes qui ont cautionné le même débiteur pour la même dette, quoiqu’elles soient réellement obligées chacune à toute la dette, puisque chacune d’elles a cautionné la dette entière, elles peuvent cependant exiger que le créancier divise son action, et la réduise contra chacune d’elles à sa part et portion seulement.- C’est ce qu’on appelle le bénéfice de division, qui fut introduit dans le droit romain par l’empereur Adrien, et qui était, comme le bénéfice de discussion, admis dans toute la France.- Mais la division ne peut être demandée qu’après que l’action a été formée par le créancier; et, jusqu’à ce qu’elle soit demandée, toutes les cautions restent responsables des insolvabilités de chacune d’elles.- Quel préjudice peut donc éprouver le créancier lorsqu’on le force à diviser son action contre les cautions qui sont solvables, et qui répondent de l’insolvabilité des autres? Il est évident qu’il n’a rien à perdre.- Il a pu d’ailleurs, dans l’acte de cautionnement, faire renoncer les cautions à ce bénéfice de division, comme à celui de la discussion» (23) .


En la discusión del texto ante el Cuerpo legislativo, Lahary creía necesario insistir en estas ideas, frente a las objeciones realizadas al Proyecto, destacaba de nuevo las diferencias que existían entre codeudores y cofiadores («cofidéjusseurs») y justificaba las reglas particulares que debían regir la fianza; para él, la prueba de que la ley contempla la obligación de los cofiadores como indivisible era precisamente que establece a su favor el beneficio de división, el cual sería ciertamente inútil si la división operara de pleno derecho. En palabras de Lahary, «Le projet de loi a donc rendu hommage aux véritables principes en distinguant l’obligation principale de l’obligation accessoire». Se trataba, en definitiva, de una regla especial de obligaciones subsidiarias.

Lahary argumentaba: «lorsque plusieurs débiteurs, sans stipuler la solidarité, s’obligent au paiement d’une somme, soit que l’un d’eux en ait seul profité, soit qu’ils l’aient tous également partagée, l’obligation se divise de plein droit entre eux, et ils ne sont tenus chacun que de sa part et portion.- Au contraire, lorsque plusieurs fidéjusseurs s’obligent au paiement d’une même dette sans stipuler le bénéfice de division, leur obligation ne peut être scindée, et chacun d’eux est nécessairement tenu, par l’essence même de l’engagement, de la totalité de la dette.- Mais, dira-t-on, pourquoi cette distinction entre les codébiteurs non solidaires et les simples cofidéjusseurs? Pourquoi? La raison en est sensible: C’est que les codébiteurs ne sont censés s’être engagés que pour la partie de la dette qui les concerne individuellement, et que les cofidéjusseurs sont réputés s’être obligés pour le tout, si, dans l’un et l’autre cas, l’acte ne contient pas de stipulation contraire; C’est que le cautionnement ayant pour but d’assurer l’exécution de l’obligation principale doit nécessairement la garantir toute entière. C’est, en un mot, que l’engagement du fidéjusseur n’est divisible que lorsqu’il exige qu’il soit divisé, ou que le créancier juge à propos de diviser lui-même son action.- Et la preuve que la loi regarde l’obligation des cofidéjusseurs comme indivisible, c’est qu’elle a établi en leur faveur le bénéfice de division; ce qui certes aurait été bien inutile ou bien superflu si cette division eût dû s’opérer de plein droit.- Ainsi ce serait une erreur d’argumenter ici d’un cas à l’autre, de comparer les cofidéjusseurs à de simples coobligés, et de confondre deux obligations, qui, étant de diverse nature, doivent, sous certains rapports, produire des effets tout différents.- Le projet de loi a donc rendu hommage aux véritables principes en distinguant l’obligation principale de l’obligation accessoire, et en décidant, dans l’article 15, que, "lorsque plusieurs personnes se sont rendues cautions d’un même débiteur pour une même dette, elles sont obligées chacune à toute la dette"» (24) .
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